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Dedicado a los estudiantes, instructores y docentes policiales, 
especialmente a los que se esfuerzan por pensar con libertad.


		




		

			Introducción


			Desde la recuperación de la democracia en paralelo al inicio del siglo XXI, son varios los estudios que analizan la problemática de la seguridad ciudadana y la PNP (Costa & Basombrío, 2004[2005]; IDL, 2004; Ministerio del Interior, 2002; Yepez, 2004; Zárate & otros, 2013). Sin embargo, existen todavía campos de investigación poco explorados. Tal es el caso de la educación policial. Los trabajos sobre este tema son escasos o se encuentran como un punto en estudios más amplios sobre seguridad ciudadana o reforma policial.


			Esto contrasta intensamente con la relevancia que tiene (o debería tener) la formación de efectivos policiales. La Escuela de Oficiales de la PNP (EO-PNP) es un espacio clave para comprender la situación de la seguridad ciudadana en el Perú. En sus aulas, se forma masivamente el componente humano que liderará las comisarías, unidades de investigación, de disciplina policial, de operaciones especiales, etcétera. Por ello, es relevante realizar estudios a profundidad sobre educación policial a fin de conocer mejor dicho espacio de instrucción y reproducción de prácticas culturales.


			Por otra parte, consideramos que la promoción de los derechos humanos e imaginar un policía cercano e inmerso en la comunidad son prácticas virtuosas que no son solo una obligación en la ruta a construir Estado de derecho; sino, también, elementos que pueden ayudar a superar los problemas históricos de la policía.


			Frente a ese vacío, la relevancia del tema y la necesidad de promover determinados valores democráticos, nos planteamos, mediante la presente investigación, analizar el plan de estudios de la EO-PNP con miras a evaluar críticamente la incorporación de la perspectiva de derechos humanos y policía comunitaria.


			En la medida que la fuente principal de la investigación es el plan de estudios de la EO-PNP del año 2014 —compuesto por la malla curricular, listado de cursos, sílabos, sumillas, etc.—, los mayores esfuerzos de nuestro trabajo se centrarán en su análisis documental. Sin embargo, también hemos utilizado otras herramientas de recojo de información cualitativa, tanto de fuentes civiles como policiales (autoridades, especialistas, docentes y cadetes). Se han realizado doce entrevistas personales, tres entrevistas a más de un actor, dos grupos focales y tres intercambios vía correo electrónico. Los resultados de las reuniones con cadetes y docentes serán presentados; pero, a fin de evitar cualquier riesgo en la carrera de los entrevistados, mantenemos en reserva los nombres y cualquier dato que pueda servir para identificarlos.


			Para esta investigación, se ha recogido información cuantitativa a través de preguntas incorporadas a la encuesta realizada en Lima Metropolitana en el mes de agosto de 2014 por el Instituto de Investigaciones Económicas y Sociales de la Universidad Nacional de Ingeniería.


			Además, se analiza otros elementos del contexto de aplicación del plan de estudios que no estaban previstos inicialmente, pero que resultaron importantes para el trabajo. Nos referimos al resultado de la labor de la Comisión Especial de Reestructuración de la Policía Nacional del Perú, al análisis de la imagen de la EO-PNP proyectada en los medios de comunicación web y a un estudio sobre los docentes.


			Los resultados de la investigación fueron debatidos con el defensor del pueblo, exautoridades del sector, policías en actividad, educadores, filósofos, psicólogos, especialistas en derechos humanos, entre otros, en una mesa de trabajo organizada para tal fin en el local del Instituto de Defensa Legal, en noviembre de 2014. Los aportes vertidos en esa ocasión han sido incorporados en este documento.


			Igualmente, en enero de 2015, expusimos los hallazgos de esta investigación al director de la Dirección Ejecutiva de Educación y Doctrina, general PNP Manuel Guillén Haro, y a parte de su equipo. Dicha reunión fue convocada por la jefa del gabinete de asesores del quien era en ese momento ministro del interior, Daniel Urresti. Posteriormente, en setiembre de ese mismo año, explicamos el contenido del informe a altos mandos policiales en una cita pactada con el director general de la policía. Sus comentarios fueron analizados y considerados en la versión final de este estudio.


			Por recomendación de los evaluadores, ampliamos el trabajo de campo y solicitamos, en marzo de 2015, una reunión con el nuevo ministro del interior. A pesar del interés del ministerio, la reunión no se concretó por dificultades de agenda. Eso llevó a que reprogramemos la estrategia para ampliar el trabajo de campo. Finalmente, realizamos un nuevo grupo focal con cadetes y entrevistas a exautoridades del sector y a docentes. Además, expusimos la investigación en su componente policía comunitario a un centenar de comisarios de Lima Metropolitana, algunos de los cuales compartieron con nosotros sus impresiones.


			Esta versión final del documento es el resultado del largo y rico proceso de investigación-acción que describimos.


			El presente documento está compuesto por tres capítulos. El primero de ellos es una descripción del marco normativo del régimen educativo policial vigente al momento de realizar la investigación y de los dos enfoques con los que analizaremos el plan de estudios de la EO-PNP: derechos humanos y policía comunitaria.


			El segundo capítulo presenta elementos de contexto para tener en cuenta en la aplicación de dicho plan de estudios. Hacemos un breve repaso por la historia reciente; sistematizamos la información proporcionada por especialistas, autoridades, docentes y cadetes; mostramos los principales resultados de la encuesta de la UNI; analizamos la imagen que proyecta la EO-PNP en algunos medios de comunicación y presentamos data sobre los docentes de la escuela.


			El tercer capítulo es el análisis crítico del plan de estudios del año 2014. Revisamos detenidamente su estructura, el sílabo y la sumilla de los cursos que tienen o podrían tener relación con los ejes «derechos humanos» y «policía comunitaria», a fin de determinar cuál es el papel de estas dos perspectivas en el plan.


			Esta investigación se realizó como parte de las labores de los autores y el equipo de trabajo en el Instituto de Defensa Legal (IDL). Sin embargo, es una investigación conjunta con la Pontificia Universidad Católica (PUCP), institución que tiene una larga historia de colaboración con el IDL.


			Indicamos en este punto que la investigación fue financiada por la Pontificia Universidad Católica del Perú (PUCP) a través de su Dirección de Gestión de la Investigación (DGI) y realizada en el marco de las actividades del IDL gracias al apoyo de Open Society Foundation y Ford Foundation.


			Obviamente, las opiniones expresadas en esta publicación pertenecen únicamente a sus autores y no reflejan los puntos de vista de las instituciones mencionadas.


			El equipo de trabajo interdisciplinario que realizó la investigación fue liderado por Ernesto de la Jara Basombrío y César Bazán Seminario; además, estuvo compuesto por Jorge Levaggi Tapia, Vanessa Cuentas Portocarrero, Nancy Mejía Huisa, Liliana Sánchez Montenegro, Carla Alcocer Caero y Nélida Gandarillas López. El papel de cada uno de ellos fue relevante para que la investigación haya concluido satisfactoriamente. Sin su trabajo comprometido, la calidad del producto sería mucho menor.


			Un documento como este no hubiera sido posible sin la colaboración de muchas personas. Además del reconocimiento merecido al equipo de trabajo, corresponde agradecer en, primer lugar, a Walter Albán, exministro del interior; al general PNP Víctor Carrera, exdirector de la Dirección Ejecutiva de Educación y Doctrina de la PNP; y a Cecilia Barbieri, exjefa del gabinete de asesores del ministro. Gracias a ellos, pudimos acceder al plan de estudios y a documentos imprescindibles.


			En segundo lugar, agradecemos a aquellos que aportaron de diferentes maneras: a los estudiantes y docentes anónimos, cuya voz hacemos escuchar; también a Wilfredo Pedraza, exministro del interior y exasesor presidencial en temas de seguridad; a Gino Costa, exministro del interior y director de Ciudad Nuestra; al general PNP(r) Remigio Hernani, exministro del interior; a Carlos Basombrío, exviceministro del interior; a Eduardo Vega, exdefensor del pueblo; a Hugo Frühling, director del Centro de Estudios de Seguridad Ciudadana de la Universidad de Chile; a Lucía Dammert, investigadora y exjefa de asesores de la Subsecretaría del Interior en el Ministerio del Interior y Seguridad Pública de Chile; a Gustavo F. Palmieri, director del Programa Violencia y Seguridad Ciudadana del Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS); a Julio Gamero, exdirector del Instituto de Investigaciones Económicas y Sociales de la UNI; al general PNP(r) Gustavo Carrión; al general PNP(r) Daniel Nuñez; al general PNP(r) Alejandro Burga; al general PNP(r) Javier Sanguineti; a Ciro Alegría, profesor del Departamento de Filosofía de la PUCP; a Gisella Vignolo, exviceminstra de derechos humanos y exadjunta para los derechos humanos y personas con discapacidad de la Defensoría del Pueblo; a Fernando Castañeda, exadjunto para asuntos constitucionales de la Defensoría del Pueblo; al coronel PNP(r) Carlos Saenz; a Pedro Villanueva, del Comité Internacional de la Cruz Roja; a Carlos Alza, director de la Escuela de Gobierno y Políticas Públicas de la Pontificia Universidad Católica del Perú; y a Carlos Chávez, de la Dirección de Gestión de la Investigación del Vicerectorado de Investigación de la Pontificia Universidad Católica del Perú.


		




		

			Capítulo I
Marco jurídico de la educación policial y aproximación teórica


			En este capítulo plantearemos algunos elementos básicos que nos permitirán desarrollar los puntos centrales del texto. En la medida que este análisis tiene un acercamiento jurídico, revisaremos el marco normativo que regula la educación policial y que estuvo vigente mientras realizamos la investigación. En segundo lugar, plantearemos la aproximación teórica de este análisis del plan de estudios de la EO-PNP. Nuestra mirada, aunque amplia, se centra en dos elementos relevantes para contar con una PNP más adecuada a estándares democráticos: derechos humanos y policía comunitaria. Ambos conceptos los trabajaremos en este capítulo.


			1.	Marco jurídico de la educación policial


			1.1.	El marco constitucional


			Al analizar jurídicamente una determinada institución es necesario revisar detenidamente el marco constitucional, puesto que la Constitución es la primera norma del Estado y sirve de parámetro para evaluar la validez del resto de las reglas del ordenamiento jurídico. Por eso, corresponde exponer primero el marco constitucional del régimen de educación policial.


			En el caso específico de la educación policial, se reúne dos ámbitos en los que se prioriza la actuación del Estado: educación y seguridad. Eso se observa al leer el artículo 58 de la Constitución que indica que, si bien la iniciativa privada es libre, el Estado actúa principalmente en determinadas áreas, como las mencionadas. Entonces, es coherente con la opción de política económica del Perú que la educación policial sea una tarea estatal.


			Ahora bien, entrando en materia, del artículo 14 de la Constitución pueden desprenderse algunos elementos del proceso educativo policial. La parte final del referido artículo indica lo siguiente: «La enseñanza se imparte, en todos sus niveles, con sujeción a los principios constitucionales y a los fines de la correspondiente institución educativa».


			De acuerdo a esta norma, es imperativo que la educación policial, impartida tanto a nivel de oficiales como de suboficiales, se haga con sujeción a los principios constitucionales y a los fines de la institución educativa. Eso significa que la educación policial debe tener como referente a la Constitución Política del Perú y sus diversos postulados, entre ellos los derechos humanos.


			Esta norma se complementa con la primera parte del artículo 14 de la Constitución, que indica: «La formación ética y cívica y la enseñanza de la Constitución y de los derechos humanos son obligatorias en todo el proceso educativo civil o militar». Si bien en el artículo solo se menciona literalmente a la educación civil y militar, no existe razón para discriminar a la educación policial. Una lectura sistemática de la Constitución, respetuosa del derecho a la igualdad, no nos permite hacer diferencias entre la educación civil, militar y policial. En consecuencia, debe completarse el enunciado normativo de ese fragmento del artículo 14, de modo tal que también en la educación policial sea obligatoria la formación ética y cívica, además de la enseñanza de la Constitución y los derechos humanos.


			Por lo dicho anteriormente, es coherente que el artículo 18 de la Constitución reconozca dos elementos sustanciales de la educación: la libertad de cátedra1 y el rechazo a la intolerancia. De ese modo, es claro que las escuelas de oficiales y suboficiales deben cumplir con ambas indicaciones.


			En cuanto a los fines de la educación, en el caso de la EO-PNP, estamos hablando de educación de nivel universitario. Por esa razón, debe considerarse el artículo 18 de la carta fundamental, la cual indica que los fines de la educación universitaria son la formación profesional, la difusión cultural, la creación intelectual y artística y la investigación científica y tecnológica. Esto ha sido también indicado por la jurisprudencia constitucional en la STC 2537-2002-AA/TC (fj. 2).


			Por otra parte, solo el artículo 168 de la Constitución menciona explícitamente la educación policial: «Las leyes y los reglamentos respectivos determinan la organización, las funciones, las especialidades, la preparación y el empleo; y norman la disciplina de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional»; es decir, se deja a las normas infraconstitucionales el papel de regular esta materia. Esto debe leerse conjuntamente con el artículo 16 de la Constitución, que otorga al Estado el rol de formular los lineamientos generales de los planes de estudios.


			Otro elemento abordado por la jurisprudencia constitucional es el debido proceso, especialmente para la imposición de sanciones a cadetes. Estas sentencias han tratado sobre el cumplimiento de normas procedimentales (STC 2537-2002-AA/TC2, del 2 de diciembre de 2002, y STC 2181-2002-AA/TC3, del 3 de diciembre de 2002) o la proporcionalidad o motivación de la sanción (STC 04962-2008-PA/TC4, del 16 de setiembre de 2009). De ese modo, es claro que, para imponer sanciones a estudiantes, es imprescindible respetar su derecho al debido proceso.


			Adicionalmente, se debe tener en cuenta que, en virtud del derecho de acceso a la información pública, la EO-PNP está obligada a entregar data (no privada) sobre los postulantes y otro tipo de información proveniente, por ejemplo, de los concursos de admisión (STC 01133-2012-PHD/TC5, del 11 de mayo de 2012).


			

				

					

				

				

					

							

							Cuadro 1
Características del marco constitucional de la educación policial


						

					


					

							

							Reuniendo los elementos mencionados, tenemos que el régimen constitucional de la educación policial cuenta con las siguientes características:


							•	La enseñanza se imparte con sujeción a los principios constitucionales.


							•	En la enseñanza es obligatoria:


							−	La formación ética y cívica.


							−	La enseñanza de la Constitución.


							−	La enseñanza de los derechos humanos.


							−	Rechazo a la intolerancia.


							•	Los fines de la educación universitaria son:


							−	La formación profesional.


						

					


					

							

							−	Difusión cultural.


							−	Creación intelectual y artística.


							−	Investigación científica y tecnológica.


							•	La enseñanza se imparte en atención a los fines de la institución educativa.


							•	Considerando los elementos de enseñanza obligatoria y los fines de la educación universitaria, debe respetarse estrictamente el derecho a la libertad de cátedra.


							•	Las leyes y los reglamentos regulan las especialidades y preparación de la Policía Nacional.


							•	El Estado es el encargado de formular lineamientos generales de planes de estudio.


							•	Para la separación o imposición de sanciones a cadetes, debe respetarse el debido proceso.


							•	Como es evidente, el derecho de acceso a la información pública se aplica a la data de las instituciones de educación policial.


						

					


					

							

							Fuente: elaboración propia.


						

					


				

			


			


			1.2.	La «Ley del régimen educativo de la Policía Nacional del Perú»


			En diciembre de 2012, se emitió casi una treintena de decretos legislativos como resultado de la delegación de facultades que el Congreso le otorgara al Ejecutivo, mediante la ley 29915, para legislar sobre cuestiones relacionadas al sector defensa e interior.


			De estos decretos legislativos, alrededor de una decena apuntó a cuestiones básicas de la PNP, entre ellas la educación policial. A este último tema —que es materia de la investigación— se avocó el decreto legislativo 1151 («Ley del régimen educativo de la Policía Nacional del Perú», en adelante «la ley»), publicado el 11 de diciembre de 2012. Al momento de realizar esta investigación esa era la ley vigente; posteriormente, cambió la norma6.


			Esta ley cuenta con 33 artículos, cuatro disposiciones complementarias finales y dos disposiciones complementarias transitorias. Su objeto «es regular la formación, capacitación, especialización y perfeccionamiento profesional del personal de la PNP. Establece su estructura, normas y procedimientos de gestión académica, administrativa y disciplinaria» (artículo 1).


			

				

					

				

				

					

							

							Cuadro 2
Estructura de la «Ley del régimen de educativo
de la Policía Nacional del Perú» (2012)


						

					


					

							

							Título I. Régimen educativo de la Policía Nacional del Perú


						

					


					

							

							Capítulo I. Organización académica


						

					


					

							

							Capítulo II. Escuelas de formación


						

					


					

							

							Capítulo III. Capacitación, especialización y actualización


						

					


					

							

							Capítulo IV. Perfeccionamiento profesional


						

					


					

							

							Título II. Régimen académico


						

					


					

							

							Capítulo I. Sistema curricular y evaluación


						

					


					

							

							Capítulo II. Grados y títulos


						

					


					

							

							Capítulo III. Docentes y estudiantes


						

					


					

							

							Capítulo IV. Becas y convenios


						

					


					

							

							Capítulo V. Consejo académico de los órganos de gestión académica


						

					


					

							

							Capítulo VI. Complementación académica


						

					


					

							

							Capítulo VII. Evaluación, acreditación y certificación de la calidad educativa


						

					


					

							

							Título III. Capítulo único. Régimen administrativo


						

					


					

							

							Título IV. Capítulo único. Régimen disciplinario


						

					


					

							

							Disposiciones comoplementarias y finales


						

					


					

							

							Disposiciones complementarias y transitorias


						

					


				

			


			El título I («Régimen educativo de la Policía Nacional del Perú»), en el capítulo I, menciona a la Dirección Ejecutiva de Educación y Doctrina (en adelante DIREDUD) y le encarga planear, dirigir, coordinar, controlar y evaluar el régimen educativo policial en todos sus niveles, así como consolidar y difundir la doctrina policial (es el acápite del diseño orgánico). La ley indica que la DIREDUD cuenta con órganos de dirección, consultivos y de gestión académica; entre estos últimos están las escuelas de formación, educación continua y posgrado.


			De acuerdo a la ley, la DIREDUD deberá ser liderada por un oficial general con grado de magíster o doctor, lo cual es de alguna manera cuestionable, puesto que la más alta autoridad del régimen educativo policial debería ostentar el máximo grado académico posible. Yendo más allá, no encontramos razón para que la dirección esté a cargo exclusivamente de un oficial en actividad. Consideramos que el liderazgo civil puede contribuir a la necesaria revitalización de la educación policial. Es más, si es deseable que la cabeza del sector interior sea un civil, por qué no trasladar esa lógica a la educación policial.


			Además, el artículo 4 de la ley hace referencia al Consejo Educativo Policial —compuesto por altas autoridades policiales— con el encargo de garantizar el funcionamiento del régimen educativo.


			El capítulo II del título I entra ya a las escuelas de formación, definiéndolas como órganos de ejecución y gestión académica. Las escuelas son las siguientes:


			•	Escuelas de oficiales con nivel universitario, con capacidad para otorgar el despacho de alférez, grado académico de bachiller y licenciatura en Administración y Ciencias Policiales.


			•	Escuelas técnico superiores con nivel técnico profesional, con capacidad para otorgar el despacho de suboficial de tercera y el título de técnico en Ciencias Administrativas y Policiales.


			Un asunto que nos generó cuestionamientos es el nombre de la carrera para oficiales y suboficiales: «Administración y Ciencias Policiales». Si bien consideramos que la PNP debe conocer sobre gestión, ese no debe ser uno de los dos grandes ejes de la profesión, de modo que estén representados en el título. ¿Por qué «administración»? Considerar la administración como central no es algo que se refleje en la formación policial y puede llevar a un sesgo innecesario.


			Para ingresar a las escuelas, el postulante debe transitar por un concurso público de admisión, en el cual se evaluará sus méritos, los que no han sido definidos por la ley. Pero corresponde que dichos méritos sean adecuados según la escuela a la que aplica el candidato. La ley sí definió los requisitos para postular: i) ser peruano de nacimiento; ii) no tener antecedentes penales ni policiales; iii) estar apto física y psicológicamente para el servicio policial; iv) haber concluido satisfactoriamente la secundaria; y v) demás requisitos fijados reglamentariamente.


			Un elemento de especial atención para nuestra investigación es la estructura de la formación académica, como vemos en el siguiente cuadro.


			

				

					

					

					

				

				

					

							

							Cuadro 3
Estructura de la formación académica en las escuelas policiales


						

					


					

							

							

							Escuela de Oficiales


						

							

							Escuela de Suboficiales


						

					


					

							

							Formación general


						

							

							2 semestres


						

							

							2 semestres


						

					


					

							

							Formación especializada


						

							

							6 semestres


						

							

							4 semestres


						

					


					

							

							Fuente: elaboración propia.


						

					


				

			


			Para el caso de la EO-PNP, la formación general durará cuatro semestres y será seguida por seis semestres de especialización. En el caso de suboficiales, la ley dispone también dos semestres generales y cuatro de especialización. De ese modo, tenemos carreras diseñadas para que duren diez semestres para el caso de oficiales y seis semestres para suboficiales.


			Por otra parte, la ley priorizó un esquema de especialidades necesario para el trabajo policial. Las especializaciones son las siguientes:


			a)	Orden público y seguridad ciudadana.


			b)	Investigación criminal.


			c)	Seguridad integral.


			d)	Inteligencia.


			e)	Criminalística.


			f)	Tecnología de la información y comunicaciones.


			g)	Administración.


			Para nuestra investigación, fue relevante avanzar en la ley hacia el título II («Régimen académico») y el capítulo I («Sistema curricular y evaluación»).


			El artículo 12 señala que el plan curricular es formulado teniendo en cuenta los conocimientos, destrezas, habilidades, competencias, así como principios y valores requeridos para la función policial, conforme al plan educativo anual de la PNP. Acto seguido, en la ley se hacen indicaciones respecto a la evaluación, la cual será integral y continua con el objetivo de estimular al alumno.


			En el artículo 14 de la ley, sobre graduación, se hace indicaciones sobre la obtención de esta condición (culminación de los estudios y optar por el grado académico) y el artículo 15 refiere al cuadro de méritos. Pero lo más resaltante en estos artículos es la regulación sobre qué hacer en caso una cadete quede embarazada. En esa situación, la norma indicó:


			La cadete o alumna que se encuentre gestando suspenderá el proceso de formación hasta un plazo máximo de dos años, conversando su derecho a la atención médica. La reincorporación requerirá la convalidación académica en concordancia con los planes educativos vigentes en el Régimen Educativo Policial. Si no solicita su reincorporación en el plazo señalado, será separada de forma definitiva (artículo 14).


			Desde nuestro punto de vista, es más respetuoso de los derechos sexuales y reproductivos de los cadetes que si una cadete sale embarazada pueda continuar sus estudios el tiempo que su salud o la de su hijo no se vea afectada por los trabajos en la escuela. Este criterio puede complementarse con la decisión expresa de la madre de detener sus estudios cuando ella lo considere conveniente, siempre pensando en la protección de la madre y del niño por nacer.


			El capítulo II reitera que es requisito aprobar el plan de estudios, mientras que el capítulo III plantea regulaciones sobre docentes y estudiantes. Los primeros ingresan por concurso público de méritos y prueba de capacidad docente. Ellos deben ejercer funciones de tres tipos: docencia, investigación y proyección social. Además es imprescindible que se capaciten y produzcan intelectualmente. Por su parte, los estudiantes son los que ingresan a través de los canales establecidos. El reglamento abordará sus derechos, obligaciones, sistema de evaluación, régimen disciplinario y estímulos. En este punto, se reitera que no cabe discriminación por paternidad o maternidad. En el artículo 24, se indica que los estudiantes separados por insuficiencia académica deberán sufragar los gastos económicos irrogados al Estado.


			El artículo 23 de la ley, ubicado en el capítulo V, nos habla sobre el consejo académico de los órganos de gestión académica. Este es el cuerpo colegiado que trabaja con cada órgano de gestión académica. Tiene a su cargo analizar y evaluar el rendimiento académico de los alumnos, fijar acciones, entre otros.


			Ahora bien, un asunto que no ha sido dejado de lado por esta ley es la acreditación. El artículo 26 de la ley nos habla de la autoevaluación a cargo de la DIREDUD, excluyendo a las escuelas policiales del régimen general de evaluación y acreditación de la calidad educativa, aplicable a casi la totalidad de centros de estudios superiores. Este asunto resulta inadecuado e inconstitucional puesto que la autoevaluación no ha demostrado resultados positivos a favor de la calidad universitaria y porque no existen razones suficientes para otorgarle un trato diferenciado a la educación policial. En esa medida, sin razones suficientes, el trato diferenciado a favor de la educación policial es discriminatorio y, por tanto, inconstitucional.


			Por otra parte, el artículo 27 de la ley promueve la implementación de mecanismos de acceso a la educación policial a personas de comunidades rurales de las zonas andina y amazónica. Es necesario promover el ingreso de sectores tradicionalmente discriminados sobre la base del diálogo intercultural, de modo tal que la propuesta educativa de la PNP sea intercultural, lo cual es coherente con un cuerpo policial que operará en un país diverso y deberá enfrentarse a situaciones donde comprender la diferencia cultural es necesario.


			En el capítulo único del título IV, se plantea el régimen disciplinario. Un primer comentario sobre el particular es que se establece el régimen disciplinario aplicable únicamente a cadetes y no se establece ninguna norma disciplinaria específica para sancionar conductas indebidas de profesores, autoridades o personal administrativo.


			El aparato orgánico para investigar presuntas infracciones de cadetes está compuesto por la Oficina de Disciplina de cada escuela y sus consejos disciplinarios.


			En los artículos 30, 31 y 32 de la ley, se regula la investigación en caso de infracciones graves o muy graves, la obligación de devolver el dinero si se le sanciona con la expulsión y las causales de esta sanción máxima. Sin embargo, no hay ningún tipo de disposición aplicable a faltas leves ni normas sustantivas (no procesales) que se apliquen en casos diferentes a la expulsión (sanción en caso de faltas muy graves). Esto deja vacíos considerables. Por ejemplo, ¿qué es una falta leve?, ¿qué conductas se consideran faltas graves?, ¿qué sanción se aplica a una falta leve?,
¿qué sanción se aplica a una falta grave?, ¿cuál es el procedimiento que rige para faltas leves y graves?, ¿qué órganos son competentes en ese caso?, ¿qué derechos conforman el derecho fundamental al debido proceso del que goza todo cadete?


			Estas dudas eran peligrosas, pues nos movemos en el derecho disciplinario, donde los principios de legalidad y tipicidad deben ser respetados. Obviamente no se exige un respeto a raja tabla, propio del derecho penal, donde está en juego la libertad de los sujetos. Sin embargo, los principios de legalidad y tipicidad no pueden ser ignorados del modo como lo hizo la ley.


			1.3.	El reglamento de la ley


			La primera disposición complementaria final de la ley indica que esta contará con un reglamento, el cuál debió ser publicado 120 días luego de la entrada en vigencia del decreto legislativo 1151; sin embargo, la publicación del reglamento demoró más de tres veces ese plazo.


			Durante el último trimestre del año 2013, se inició un debate sobre qué debía contener el reglamento, a partir de la publicación de una propuesta del Ministerio del Interior. El 11 de octubre de 2013 fue aprobada la resolución ministerial 1377/2013-IN, producto del trabajo de la Comisión Sectorial de Implementación de la Reforma y Modernización de la PNP. Esta resolución contenía tres proyectos de reglamentos, uno de los cuales era el proyecto de reglamento del decreto legislativo 1151 («Ley de régimen educativo de la Policía Nacional del Perú7»).


			El debate sobre el proyecto de reglamento se truncó con la salida del ministro del interior en noviembre de 2013. Los esfuerzos posteriores parecían no llegar a buen puerto, hasta que luego de más de un año, el 7 de setiembre de 2014, se publicó finalmente, en el Diario Oficial El Peruano—, el decreto supremo 009-2014-IN, que aprobó el reglamento, no sin antes plantear dos interesantes disposiciones complementarias finales.


			La segunda disposición, prointerculturalidad, señala: «La Dirección Ejecutiva de Educación y Doctrina de la Policía Nacional del Perú con la finalidad de mejorar el nivel de formación policial y la calidad del servicio, desarrollará la enseñanza de lenguas originarias e idiomas extranjeros, a través de sus órganos de gestión educativa».


			Por otra parte, la tercera disposición complementaria final declara en proceso de modernización al sistema educativo policial por un plazo de cinco años, con el objetivo de:


			•	Optimizar la calidad educativa.


			•	Actualizar los contenidos curriculares.


			•	Alcanzar niveles de eficiencia que objetiven formación de policías con conocimientos, habilidades, capacidades y destrezas tales que les permitan responder al escenario de combate a la criminalidad y mantenimiento del orden público (sic).


			Para impulsar el proceso de modernización, mediante dicho decreto supremo se le encarga a una comisión multisectorial elaborar un plan de modernización del sistema educativo policial.


			Ahora, entre las novedades que trae el reglamento está el artículo 5, que establece los objetivos del régimen educativo:


			•	Generar potencial humano altamente calificado para satisfacer las demandas del servicio policial que requiere la sociedad y el Estado.


			•	Consolidar un modelo de educación de calidad.


			•	Desarrollar, difundir y consolidar la doctrina de la PNP como una filosofía integradora de cultura organizacional, para el cumplimiento de la constitución, el respeto de los derechos humanos y el fomento de una cultural de paz.


			•	Promover la investigación y desarrollo a fin de optimizar el servicio policial.


			•	Desarrollar y consolidar la capacitación de agentes sociales que interactúan con la PNP.


			Además, el reglamento fija también los principios del régimen educativo, en el artículo 6:


			•	Investigación.


			•	Calidad.


			•	Desarrollo de competencias.


			•	Cultura de paz.


			•	Inclusión.


			•	Mística institucional.


			•	No discriminación.


			Especialmente relevante para nuestra investigación es el artículo 9 que establece disposiciones sobre el plan curricular. Dicho artículo señala: «El Plan Curricular es el instrumento técnico pedagógico que contiene la estructura curricular, mallas curriculares, plan de estudio, evaluación, perfiles educativos y sílabos de los procesos académicos que imparten y administran los órganos de gestión académica».


			Además de lo dicho, el reglamento ratifica las funciones de la Dirección Ejecutiva de Educación y Doctrina y establece mecanismos de autoevaluación de la calidad educativa.


			De igual manera, el reglamento desarrolla disposiciones sobre los docentes, relacionadas con sus funciones, así como indicaciones sobre la captación (requisitos, procedimientos). Asimismo, en el artículo 13 se menciona el perfil del instructor. La regulación sobre los deberes y derechos de los estudiantes se desarrolla a partir del artículo 15 del reglamento.


			En el título IV, se menciona la regulación correspondiente para las escuelas de formación, entre las que se encuentra la EO-PNP. Esta es desarrollada en el artículo 36.2.a de la siguiente manera: «Tiene a su cargo la formación profesional de los futuros Oficiales de la Institución, con nivel universitario. El cargo de Director recae en un Coronel PNP, egresado del Programa de Alto Mando de la Escuela de Posgrado de la Policía Nacional del Perú o programas equivalentes, con grado académico de Magíster o Doctor, preferentemente».


			Al igual que en lo concerniente al director de educación y doctrina, consideramos que no debe ser requisito ser policía para ostentar el cargo de director de la EO-PNP. Este debe tener el máximo grado académico, conocer de educación policial y ser capaz de renovar la formación de los oficiales con el objetivo de contar con los efectivos que la institución y el país necesita, para lo cual no es necesario ser coronel. Siguiendo la tónica para la cabeza del sector Interior, es recomendable que el director de la EO-PNP sea un civil.


			En los artículos siguientes, se trabajará las disposiciones sobre ingreso, tales como requisitos para postular, procedimiento, etc.


			En suma, el reglamento desarrolla elementos importantes de la ley que sirven para dar predictibilidad al régimen educativo policial.


			1.4.	El Manual de régimen de educación de las escuelas de formación de la Policía Nacional del Perú: ¿la norma que realmente se aplica?


			Como suele suceder, a pesar de existir reglas constitucionales y leyes, la norma que realmente se aplica es una de menor jerarquía, como manuales o directivas. En la rama educativa policial, la ausencia de un reglamento determinaba que la norma realmente aplicada sea un manual. De acuerdo a lo que pudo constatar la Defensoría del Pueblo durante el año 2014, «las escuelas de formación siguen utilizando el Manual de Régimen de Educación de las Escuelas de Formación» (2014, p. 16).


			Lo que sucedió en la práctica es que se invirtió la pirámide y la jerarquía normativa que obliga a que, en primer lugar, manden los preceptos constitucionales, luego los legales y finalmente las normas de inferior jerarquía (artículo 51 de la Constitución). En este caso, la norma que se aplicaba no era la ley ni la constitución, sino un manual: el Manual de régimen de educación de las escuelas de formación de la Policía Nacional del Perú, aprobado por resolución directoral 621-2010-DIRGEN/DIREDUD el 10 de julio de 2010.


			Esta situación era gravísima, por lo que la aprobación del reglamento fue un primer paso para poner orden en el régimen educativo. Sin embargo, ese primer paso no surtió los efectos previstos. Al culminar una administración su período de gobierno en el año 2016, la siguiente administración generó nuevos cambios en la normativa sobre educación policial, que desestimaron los esfuerzos previos.


			1.5.	La regulación del proceso de admisión según el prospecto oficial del año 2014


			La descripción y el análisis de la puerta de entrada (el régimen de admisión) a la EO-PNP es sin duda importante para comprender diferentes elementos que se harán presentes en la educación policial. De ahí que abordamos dicho régimen siguiendo la información contenida en el prospecto oficial. Lo describiremos y formularemos comentarios.


			El proceso de selección es un concurso que busca seleccionar a postulantes con capacidad física, intelectual y aptitud vocacional. Es positivo que el ingreso sea a través de un concurso. No hemos podido contar con información actualizada para evaluar si se cumple o no con estas disposiciones; sin embargo, la data más cercana (léase de 2011) nos servirá como referente al momento de describir los elementos del proceso de admisión.


			Respecto al examen en sí, consta de cuatro pruebas eliminatorias (de no aprobar una, no se podrá pasar a la siguiente): esfuerzo físico, entrevista personal, aptitud académica y conocimientos. El postulante se informará de las mismas a través del documento llamado «Prospecto de admisión - Escuela de Oficiales de la Policía Nacional del Perú», en el cual se explica el proceso de admisión, dando datos sobre lo que se evaluará, las fechas de los exámenes y demás información relevante. Como decíamos, al ser los resultados del proceso de admisión 2011 los últimos disponibles, revisamos el prospecto de admisión correspondiente a dicha evaluación y se ha comparado con el prospecto publicado para el año 2014.


			Cuadro 4
Vacantes en la modalidad regular para el año 2014


			

				

					

					

				

				

					

							

							Varones


						

							

							270


						

					


					

							

							Damas


						

							

							30


						

					


					

							

							Total de vacantes


						

							

							300


						

					


					

							

							Fuente: Prospecto de admisión de la EO-PNP (2014).


						

					


				

			


			Según la información disponible, el número de vacantes no ha sufrido una variación importante durante los últimos años (en el año 2011 se tenía 302 vacantes para ingreso por modalidad regular; 304 en total, ya que habían dos vacantes para postulantes extranjeros). Sin embargo, sí se puede identificar una reducción en las vacantes destinadas a las mujeres: en 2011, de las 302 vacantes, 46 estaban reservadas para mujeres y 256 para hombres; esto quiere decir que solo el 15% de las plazas eran para cadetes mujeres. 


			La situación descrita, que ya era preocupante durante el año 2011, se ha visto aún más afectada, toda vez que las vacantes para mujeres se redujeron al 10% del total. Esto se justificó mediante razones generales que no explican el razonamiento seguido para la reducción de plazas para mujeres. Según el prospecto de admisión de 2014, el número de vacantes se establece tomando en consideración cuatro criterios: metas educativas, presupuesto, necesidad del servicio y capacidad instalada. Como puede verse, ninguno de estos motivos es realmente una explicación a por qué las vacantes tienen que ser ocupadas en su gran mayoría por hombres. Estaríamos, por tanto, ante una situación discriminatoria, pues se está creando una diferenciación sin causas objetivas ni razonables.
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			Si bien no contamos con datos para el año 2014, si seguimos la demanda de 2011, se puede considerar que por cada plaza hay alrededor de tres postulantes. En el proceso de admisión de 2011, hubo 935 candidatos para 302 vacantes.


			Los requisitos para postular se dividen en generales y específicos. Los primeros consisten en la identificación personal del postulante y la presentación de diversas cartas juradas, entre ellas la de conocimiento del proceso, de permiso de los padres en caso sea menor, de domicilio, de aprobación de los cursos secundarios y de registro de antecedentes. Respecto a los requisitos específicos, entre los más resaltantes se encuentra estar soltero(a), no tener dependientes directos, ser peruano de nacimiento, cumplir con una talla mínima y edades mínimas y máximas. El postulante deben tener entre 17 y 23 años de edad, computados al 31 de diciembre del año del proceso. En el caso de los suboficiales de la Policía Nacional y equivalente de las Fuerzas Armadas, la edad es hasta los 25 años.
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			Un punto cuestionable es que solo puedan postular las personas solteras y que no tengan dependientes directos. En realidad, se trata de una decisión de cada persona, por lo que atenta contra la libertad personal. Se debería permitir el ingreso a ese grupo excluido y ellos deberían estar sujetos a los criterios de evaluación que se aplica a todos. El mar de fondo es la concepción de la formación policial como aislada, cerrada, acuartelada. Ese modelo es sumamente discutible, ya que el aislamiento perjudica la (re)integración de la policía a la sociedad.


			Por su parte, sería importante que se agregue, como uno de los criterios de selección —además de las capacidades mencionadas—, el tener convicciones democráticas, ya que la policía debe actuar bajo las reglas de la democracia y el Estado de derecho. También podría agregarse una fórmula vinculada a la conducta previa que limite la postulación de, por ejemplo, quienes tengan condenas por determinados delitos o denuncias por maltrato familiar, reconocimiento de paternidad, alimentos, etc. Obviamente tendrían que ser criterios objetivos y concretos, pero desde el comienzo debe impedirse el ingreso de quienes ya han demostrado una actitud favorable a los excesos, abusos, violación de derechos y de la legalidad en general, siempre teniendo en cuenta la importante labor que estos jóvenes estarían por desarrollar.


			Al postular a la EO-PNP, el candidato puede acogerse a algún tipo de beneficio, siempre que encaje en el supuesto de hecho. En el proceso de admisión del año 2011, el 70% de los postulantes (653 personas) no hizo uso de ningún beneficio. En ese grupo (no beneficiados), se encontró el porcentaje más alto de ingresantes (33% del total).


			Los tipos de beneficios son los siguientes:


			•	Deportistas calificados, beneficiados por la ley 28036 («Ley de promoción y desarrollo del deporte»), modificada por la ley 29544.


			•	Víctimas de la violencia política, beneficiados por la ley 28592, que crea el «Plan integral de reparaciones» (PIR).


			•	Jóvenes que cumplen el servicio militar acuartelados, no acuartelados y licenciados, beneficiados por la ley 29248 («Ley del servicio militar»).


			•	Hijos de personal PNP con discapacidad o víctimas en cumplimiento del deber, beneficiados por la resolución ministerial 0459-2004-IN/PNP.


			•	Suboficiales y cadetes de escuelas de suboficiales, beneficiados por la resolución ministerial 1451-2006-IN/PNP.


			•	Exalumnos cadetes de institución educativa pública militar, beneficiados por el decreto supremo 011-2011-ED.


			•	Alumnos que han concluido sus estudios secundarios en el tercio superior.


			Durante el año 2011, el beneficio más utilizado fue el correspondiente a suboficiales PNP y cadetes de escuelas de formación. En ese proceso de admisión, los beneficios se distribuyeron como vemos en el siguiente grafico.
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			Es positivo que se otorguen beneficios en el marco de la ley que crea el «Plan integral de reparaciones» (PIR) y sobre la base del «Registro único de víctimas» expedido por el MIMDES. Es un reconocimiento de la deuda del Estado frente a todas las víctimas de los años de la violencia política. Y que, igualmente, se reconozca para los hijos del personal PNP con discapacidad y fallecidos en el cumplimiento del deber. Ambas situaciones se relacionan con el deber del Estado a reparar y el derecho de las víctimas a obtener una indemnización.


			Por otra parte, es discutible si se debe seguir dando beneficios por haber desempeñado funciones de tipo militar, ya que implica seguir pensando que la PNP y las Fuerzas Armadas cumplen funciones similares, cuando son de naturaleza completamente distintas.


			Sería bueno contemplar un tipo de beneficios que permitan atraer a personas que ya han demostrado tener la capacidad de ejercer un cargo que implica autoridad, pero sustentada en el reconocimiento y la legitimidad. Como ejemplos, podríamos mencionar a los integrantes de las juntas vecinales, las que trabajan precisamente en coordinación con la policía, o quienes han sido jueces de paz, elegidos por su comunidad.


			Si se quiere tomar en cuenta la realidad pluricultural del país, en la que deberá actuar la PNP, también debería valorarse a este nivel el manejo de las lenguas originarias, como el quechua, aimara, awajun, entre otras.


			Pasando a otro tema, uno de los requisitos es que, para cada una de las fases de postulación —con excepción del examen de aptitud física, que tiene otro requerimiento—, los postulantes deberán presentarse obligatoriamente con la siguiente vestimenta y cubrir los siguientes costos que vemos en el siguiente cuadro.


			Por una parte, salta a la vista que es bastante alto el monto que hay que pagar para poder postular: S/. 653. Esto limita considerablemente el universo de postulantes. Mientras que, por otra parte, el detalle en la vestimenta es exagerado y debería optarse por poner tan solo vestimenta formal, tanto para hombres como para mujeres; podría parecer un punto accesorio, pero puede implicar concepciones discriminatorias que hay que cambiar. No hay razón objetiva, por ejemplo, para sostener que la mujer no puede ir con pantalones o para disponer de qué tamaño debe ser la falda con la que acuda al concurso.


			Cuadro 5
Vestimenta y costos para los exámenes de admisión


			

				

					

					

				

				

					

							

							Vestimenta


						

							

							Costos


						

					


					

							

							Damas: conjunto estilo sastre con falda (debajo de la rodilla) color oscuro y blusa.


							Varones: terno oscuro.


						

							

							Derecho de tramitación o inscripción: S/. 497,40 (excepciones: postulantes que cumplen con la condición de las leyes 29248 y 28592).


							Derecho de examen médico: S/. 156,90.


						

					


					

							

							Fuente: prospecto de adminsión 2014. Elaboración propia.


						

					


				

			


			Una vez conseguida la inscripción, se realizarán los exámenes de evaluación, descritos a continuación.


			Cuadro 6
Evaluaciones para ingresar a la EO-PNP


			

				

					

				

				

					

							

							Examen médico


						

					


					

							

							•	Examen de laboratorio.


							•	Examen médico (clínico, tarumatología, oftalmología, cardiología, otorrino, ginecología y odontología).


							•	Examen de salud mental (resultados de carácter reservado).


						

					


					

							

							Examen de aptitud física


						

					


					

							

							Para varones:


							•	Prueba de 100 metros.


							•	Prueba de 1000 metros.


							•	Prueba de flexión de brazos en barra horizontal.


							•	Prueba de natación de 25 metros.


							Para damas:


							•	Prueba de 100 metros.


							•	Prueba de 1000 metros.


							•	Prueba de flexión abdominal.


							•	Prueba de natación de 25 metros.


						

					


					

							

							Examen de aptitud física deberán concurrir con:


							•	Short, medias, zapatillas blancas y buzo de cualquier color. En el polo, deberán poner los números del carné de estudiante.


							•	A la prueba de natación se presentarán con ropa de baño de color oscuro. Damas, con ropa de baño de una sola pieza.


						

					


					

							

							Examen de entrevista personal


						

					


					

							

							•	Apreciación individual orientada a la formación de un concepto integral sobre educación, cultura, sistema de vida, dominio de sí mismo, origen de su vocación por la carrera policial y otras cualidades.


							•	Examen encargado por una comisión designada por la Dirección Ejecutiva de Educación y Doctrina de la Policía Nacional.


							•	Examen inimpugnable.


						

					


					

							

							Examen psicométrico


						

					


					

							

							•	Busca medir habilidades cognitivas y rasgos básicos de personalidad acordes al perfil psicológico requerido para el postulante.


							•	Evaluación cualitativa: apto o inapto. Es de carácter reservado e inimpugnable.


						

					


					

							

							Examen de actitud académica


						

					


					

							

							•	Tiene por objeto medir el nivel de razonamiento lógico, verbal, matemático y crítico del postulante; así como medir la reflexión, análisis, comparación, síntesis, raciocinio, resolución de problemas y toma de decisiones.


							•	De carácter eliminatorio e inimpugnable.


						

					


					

							

							Examen de conocimientos


						

					


					

							

							•	Matemáticas (aritmética, álgebra, geometría y trigonometría).


							•	Lenguaje y literatura (comunicación lingüística, categorías gramaticales, ortografía, fonemas, semántica, entre otros).


							•	Historia del Perú en el proceso americano y mundial.


							•	Geografía del Perú y del mundo (la Tierra en el espacio, la atmósfera y el clima, la litósfera, límites del Perú, la población en el mundo, entre otros).


							•	Educación cívica, Constitución Política del Perú y derechos humanos.


						

					


					

							

							•	Psicología y lógica (la personalidad, la memoria, actividad perceptiva, entre otros).


							•	Ciencias naturales (Física, Química, Botánica, Zoología, Anatomía y Ecología).


						

					


					

							

							Fuente: prospecto de admisión 2014. Elaboración propia.


						

					


				

			


			La primera observación en relación a los exámenes mencionados es que, al tratarse de evaluaciones serias y complejas, deben estar a cargo de personal altamente calificado. No cualquiera puede hacer, por ejemplo, un examen riguroso de salud mental o psicométrico o un examen de conocimiento, sobre todo si este último consiste en un balotario innecesariamente amplio y exigente. Es evidente que este trabajo corresponde a empresas o instituciones externas a la policía y de mucho prestigio para que se encarguen de estos exámenes.


			La segunda observación es que las calificaciones de los exámenes no deberían ser inimpugnables. Si bien acá no procede aplicar exactamente el derecho a la doble instancia, como garantía fundamental del debido proceso, sí se puede hacer una analogía, sobre todo frente al examen de evaluación académica. Además, el hecho de que no haya ninguna posibilidad de recalificación o de que se reconozca un error puede ser interpretado como señal de una policía autoritaria.


			En el prospecto de admisión, se suele señalar las posibles causales de eliminación. Es importante hacer un apartado específico sobre las mismas ya que, en 2011, los eliminados representaron el 40% del total de postulantes. Resulta por lo menos extraño que el mayor número de candidatos ni siquiera lograra la calificación de «No ingresó», la cual supone haber culminado las cuatro evaluaciones.


			[image: ]


			Son causales de eliminación:


			•	La suplantación o sustitución de los postulantes, los incidentes o lesiones que impidan que el postulante llegue a la meta. Ninguna de las pruebas de aptitud física está sujeta a reconsideración.


			•	Valerse de influencias o recomendaciones para obtener ventaja en los exámenes o en la calificación.


			•	No presentarse a alguna de las pruebas.


			•	No acreditar su identidad con el documento nacional y carné de postulante en cada una de las pruebas.


			•	Cometer fraude o intento de este durante el desarrollo de los exámenes.


			•	No presentarse correctamente vestido a los exámenes y actividades programadas.


			•	Estar implicado en casos delictivos.


			•	Los desaprobados o inaptos no podrán volver a postular en el mismo proceso.


			•	Haber sido expulsado de una institución educativa.


			•	Ocasionar o participar en riñas entre postulantes durante el proceso de admisión.


			Resulta muy bueno que se ponga de manera explícita que es causal de eliminación el ejercicio de influencias o recomendaciones para obtener ventaja en los exámenes o en la calificación. Sin embargo, creemos que debería crearse un órgano de carácter mixto (integrado por miembros de la PNP y civiles de reconocido prestigio) para evaluar los reclamos en relación a este punto o cualquier supuesta irregularidad ocurrida durante el proceso de selección.


			El cometer fraude durante el examen y otras situaciones similares justifica la expulsión del proceso, pero atenta contra el principio de proporcionalidad que tenga la misma sanción el no presentarse correctamente vestido a los exámenes y actividades programadas.


			Consignar como causal de expulsión el estar implicado en casos delictivos es muy peligroso, ya que no es una categoría jurídica (procesado, condenado, etc.); sino que implica una evaluación subjetiva.


			Una vez superado el proceso de admisión, el ingresante debe cumplir con las siguientes indicaciones:


			•	Ser evaluado con el examen de análisis toxicológico.


			•	A día siguiente de la publicación del cuadro de mérito, asistir con sus padres a recibir instrucciones respecto de la adquisición de prendas y equipos no presupuestados por la PNP.


			•	Firmar un contrato en la notaría pública acompañado de sus padres.


			•	Contar con un equipo informático portátil.


			Debe eliminarse la exigencia que los postulantes seleccionados cuenten obligatoriamente con una computadora, ya que puede ser un factor insuperable para muchos, sobre todo si para los exámenes de ingreso, vestimenta, etc. ya han tenido que invertir una cantidad alta de dinero.
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